Condiciones que afectan en particular la independencia y la imparcialidad de los operadores de justicia

I. Introducción

El Relator Especial de la ONU sobre Independencia de Jueces y Abogados emprende una visita a Guatemala en momentos de grave tensión, deterioro y pérdida de gobernabilidad en el sector justicia, como producto de la crisis que afecta a la institucionalidad del Estado en general, pero en particular por los altos índices de politización que afectan en particular a las entidades responsables de administrar justicia.

En efecto, el relator Leandro Despouy realizará esta visita a Guatemala, la tercera que realiza este mecanismo internacional
, en momento que las instituciones de justicia han perdido totalmente la confianza de la ciudadanía como consecuencia de:

-Los altos índices de impunidad que vive el país

-La falta de respuesta al clamor por la justicia en los distintos ámbitos de la vida nacional

-La penetración del crimen organizado en diversas estructuras de la administración de

justicia

- La corrupción, la falta de ética y de excelencia profesional

-El sometimiento de numerosas actividades de este sector a los dictados de grupos de poder y partidos políticos

El relator Despouy encuentra a Guatemala cual país sumido en una impunidad que abarca todo tipo de delitos, pero especialmente los ataques contra la vida y la integridad física de hombres y mujeres, la libertad sexual, los hechos de corrupción y las actividades propias del crimen organizado. Los que usualmente son llamados delitos bagatela pero que impactan día a día a la población que transita por las calles y utiliza el servicio de transporte público, se encuentran también impunes porque la inoperancia del sistema es realmente total. De manera que todo ilícito de cualquier ámbito es susceptible de caer en el mar de denegación de justicia que se reporta en el país.

La impunidad no es algo nuevo. Es uno de los factores que caracterizan la historia de la justicia en el país desde hace décadas, como resultado de la inoperancia de sus instituciones que han sido cooptadas por diferentes grupos de poder y cuyo funcionamiento es diseccionado para favorecer a unos y oprimir a otros.

Todo esto ha tratado de ser cambiado, pero sin mayor éxito. La promulgación de la Constitución Política de la República de Guatemala en 1985 brindó un marco jurídico de protección y promoción de los derechos de los guatemaltecos, y propició que se emprendiera una serie de esfuerzos para identificar los principales problemas que presentaban las instituciones fundamentales para la construcción, consolidación y plena vigencia de un Estado de Derecho en el país.

Uno de los aspectos que concentró mayor atención fue el Sistema de Justicia, el cual resultaba ser de lo más inoperante durante el conflicto armado interno. Al analizar el papel de la administración de justicia durante aquel contexto, la Comisión para el Esclarecimiento Histórico (CEH) concluye en su informe que: “La debilidad del sistema de justicia, ausente en extensas regiones del país antes del enfrentamiento armado, se acentuó cuando el poder judicial se plegó a los requerimientos impuestos por el modelo de seguridad nacional. La CEH afirma que, al tolerar o participar directamente en la impunidad que daba cobertura material a las violaciones más elementales de derechos humanos los órganos de justicia se volvieron inoperantes en una de sus funciones fundamentales de protección del individuo frente al Estado y perdieron toda credibilidad como garantes de la legalidad vigentes. Permitieron que la impunidad se convirtiera en uno de los más importantes mecanismos para generar y mantener el clima de terror”
.

A pesar de la puesta en marcha de un largo y costoso proceso de modernización, los problemas en la administración de justicia subyacen. La impunidad estructural sigue siendo el común denominador en los casos de violaciones de derechos humanos del pasado, así como de las conductas punibles del presente. También hay problemas de insuficiencia de recursos, deficiente capacitación de jueces y operadores de justicia, falta de independencia e imparcialidad de algunos jueces y operadores de justicia, falta de acceso a la justicia por numerosos sectores de la sociedad, inadecuada aplicación de una carrera judicial e inestabilidad en el cargo.

Esta situación se agudiza con el incremento de los ataques y atentados contra la vida e integridad de jueces, fiscales y demás operadores de justicia. A ello se suma el incremento de la criminalidad y la violencia ante la falta de una política estatal adecuada de combate; el aumento de la inseguridad pública, la corrupción y el crimen organizado; la influencia que ejercen las fuerzas paralelas al poder en la administración pública, así como sus respectivos efectos.

La Fundación Myrna Mack sostiene que la situación de la justicia en Guatemala debe analizarse a partir de la aceptación de que existen patrones políticos, ideológicos y culturales que deliberadamente provocan el debilitamiento de las instituciones.

Estos patrones son especialmente utilizados por grupos de poder real que de manera permanente sabotean la consolidación de los procesos de modernización y democratización de las instituciones de justicia, con el fin de crear condiciones que les permitan cooptarlas y ponerlas al servicio de sus propios intereses.

Una muestra irrefutable de ello son las acciones que entre los años 2000 y 2004 impulsaron el gobierno del presidente Alfonso Portillo y el partido gobernante de ese entonces, el Frente Republicano Guatemalteco (FRG), en el afán de penetrar totalmente las instituciones y hacerlas funcionar a su servicio.

El entonces relator especial de la ONU sobre independencia de jueces y abogados, Param Cumaraswamy, manifestó enfáticamente su preocupación en 2003 por la pérdida de integridad, imparcialidad, independencia y objetividad en la administración de justicia, concretamente en la Corte de Constitucionalidad, cuando ésta avaló la candidatura presidencial de Efraín Ríos Montt, pese al artículo 186 de la Constitución que prohíbe a los ex gobernantes de facto optar a la Presidencia de la República.

Para lograr ese aval, el FRG y el gobierno de Portillo habían estado manipulando constantemente los procesos de elección de autoridades de justicia, y esto implicó que penetraran directa e indirectamente las comisiones de postulación y entes electores de magistrados a la Corte Suprema de Justicia, Corte de Apelaciones, Corte de Constitucionalidad y Tribunal Supremo Electoral (TSE), entre otros.

Además, para presionar a quienes no se plegaban a sus intereses, el FRG no dudó en utilizar la violencia como recurso y la prueba de ello yace en los disturbios acaecidos en julio de 2003, conocidos como jueves negro y viernes de luto, días en que turbas del FRG arremetieron contra los principales órganos de justicia y el TSE, así como contra la prensa y los empresarios. En ese marco se dio el fallecimiento de Héctor Ramírez, un periodista que perdió la vida cuando era perseguido por las turbas eferregistas.

En atención a ello, la Fundación Myrna Mack presenta este informe al Relator Especial de Independencia de Jueces y Abogados de Naciones Unidas por considerar que la actual problemática del Sistema de Justicia ponen en riesgo la independencia e imparcialidad de los operadores de justicia, así como el buen funcionamiento del Poder Judicial y la vigencia del Estado de Derecho en Guatemala.

II. SITUACIONES DE AMENAZAS, HOSTIGAMIENTOS Y ATAQUES EN

CONTRA DE OPERADORES DE JUSTICIA.

A. Tendencia del fenómeno de la violencia contra el Sistema de Justicia

Las amenazas, atentados e intimidaciones contra operadores de justicia, con el claro propósito de obstruir a la justicia y hacer prevalecer la impunidad, es una problemática constante en el país. Los registros, según la Fundación Myrna Mack -que desde 1997 ha investigado esta situación- marcan una clara tendencia en ese sentido.

En los últimos ocho años (2000-2008) se han reportado más de un mil casos de violencia, aunque no todos están registrados ni en la fiscalía específica ni en las unidades del Organismo Judicial, por lo tanto es posible hablar de un subregistro. En el año 2005 se observó un incremento sustancial de los hechos de violencia en contra de los operadores de justicias, registrándose 218 casos. En comparación con los datos del año 2004 que se registraron 84 denuncias, en los años 2006 al 2008 se contabilizaron 125 denuncias por año
. Los registros de denuncias en lo que va del presente año, no oficializados aún por el Ministerio Público, se contabilizan en 8
 casos; de éstos, 3 provienen por hechos contra operadores de justicia que laboran en el interior de la República. En tanto, las 5 denuncias restantes fueron realizadas por operadores de justicia que laboran en la ciudad capital.

B. Tipos de ataques a la justicia (año 2007 y 2008)

1. Los asesinatos de operadores de Justicia:

Independientemente de su cuantificación, el asesinato es el hecho más grave que puede señalarse como acto de violencia contra operadores de justicia. Se ha manejado la hipótesis que la comisión de estas conductas ilícitas se relaciona con el ejercicio de funciones. En el periodo mencionado se cometieron los siguientes crímenes:

• El asesinato del Juez Fausto René Maldonado Torres, Vocal del Tribunal Primero de Sentencia Penal de Quetzaltenango. El hoy occiso interpuso una denuncia ante la Unidad Fiscal de Operadores de Justicia por amenazas de muerte, con reserva de confidencia. En la denuncia por el presentada hizo entrega de documentación relacionada con una sentencia donde señaló irregularidades con respecto a colegas del tribunal de haber recibido dinero en efectivo. Señalo una red de corrupción en los tribunales de Quetzaltenango y en la Defensa Pública Penal
.

• El asesinato del Magistrado José Vidal Barillas Monzón, Presidente de la Sala Undécima de Apelaciones con sede en el Departamento de Retalhuleu. En el tribunal a su cargo se tramitaron casos relacionados con la acción de propietarios de fincas contra campesinos, todo ello en el marco de la conflictividad agraria. En el año de 2006 la Sala de Apelaciones que presidía, confirmó la sentencia condenatoria a un finquero que asesinó a tres campesinos. Así también se tramitaba bajo su competencia el caso de la Finca Nueva Linda, proceso judicial iniciado por la desaparición de una persona y actos de violencia entre campesinos y fuerzas de seguridad.

• El asesinato de Rudy Rocael Pineda Pineda, Fiscal Distrital de Chiquimula. Las agencias fiscales a su cargo investigaban casos vinculados con la delincuencia organizada, actos de corrupción y comisión de hechos ilícitos por parte de agentes de la Policia Nacional Civil. Se tiene información que el señor Rudy Pineda recibió intimidaciones a través de llamadas telefónicas desde la sede de la Policía Nacional Civil de Chiquimula. No planteó ninguna denuncia
 previa.

• El asesinato del fiscal Juan Carlos Martínez, Fiscal Auxiliar en la Fiscalía Contra la Vida del Ministerio Público y tuvo bajo su cargo la investigación del asesinato de los cuatro policías que masacraron a los diputados salvadoreños al Parlamento Centroamericano y a su chofer, el 19 de febrero del año 2007
.

• El asesinato de Fernando Mayén, Fiscal del Ministerio Público asignado a Villa Nueva, departamento de Guatemala.

• El asesinato de Ingrid Hernández, Fiscal del Ministerio Público asignada a la Agencia 18 de la Fiscalía de Delitos contra la Vida.

2. Amenazas e intimidaciones en contra de Operadores de Justicia

Las estadísticas muestran que las amenazas, siguen siendo el tipo de acción preferida por los atacantes. Según datos oficiales en el año 2008, la Unidad de Delitos contra Operadores de Justicia, adscrita a la Fiscalía de Sección de Derechos Humanos del Ministerio Público
, recibió 125 denuncias de actos intimidatorios y 100 de estos fueron amenazas. Entre las amenazas denunciadas y de conocimiento público se pueden mencionar:

• Las magistradas de la Corte de Apelaciones de la Sala Mixta de Jalapa, Zina Elizabeth Guerra Giordano y Antilvia Monzón denunciaron haber sido víctimas de amenazas
.

• El Presidente de la Sala Primera de Apelaciones, magistrado Napoleón Gutiérrez, denunció haber recibido amenazas a su teléfono móvil y teléfono de su despacho. El magistrado Gutiérrez tuvo bajo su competencia el proceso contra el Presidente del Congreso del Guatemala, Eduardo Meyer por acusaciones de peculado, omisión de denuncia e incumplimiento de deberes por el anómalo manejo de Q. 82.800,000.00 del presupuesto del Organismo Legislativo.

• El juez Undécimo de Instancia Penal, Eduardo Cojulum, denunció haber recibido amenazas de muerte días después de que finalizaran las audiencias en donde escuchó a sobrevivientes y testigos de masacres ocurridas durante el conflicto armado interno como parte de la asistencia solicitada por la Audiencia Nacional de España. De acuerdo con la denuncia del juez Cojulum, se le intimidó para desistir de sus funciones en el mencionado caso

Las amenazas contra el juez Cojulum revisten especial gravedad y dejan ver la dificultad a la que se enfrentan las personas comprometidas con el esclarecimiento e individualización de responsabilidades de las graves violaciones de derechos humanos cometidas durante el conflicto armado interno en Guatemala. Así también se evidencia que ciertos sectores con intereses muy particulares pretenden, mediante la coacción, fomentar la impunidad y mantenerse al margen de la ley. En este sentido, un juez u otro operador de justicia que desarrolla su labor bajo amenazas tras haber sufrido un atentado, ve severamente limitada su capacidad de acción, en particular, por la pérdida de la tranquilidad y seguridad necesaria para administrar justicia con independencia.

C. Respuesta Institucional al fenómeno de la violencia contra la justicia.

La respuesta institucional por parte del Estado frente al fenómeno de la violencia en contra de los operadores de justicia es insuficiente. Si por una parte la seguridad de operadores del sistema de justicia continúa siendo extremadamente precaria, por otro lado el Ministerio Público (MP) no ha logrado mejorar sus resultados respecto de la investigación y sanción de estos graves hechos.

Uno de los aspectos más preocupantes, es que la mayor parte de las denuncias recibidas se mantienen en proceso de investigación y muy pocos han sido concluidos a través de debates. A la fecha según datos oficiales se han presentado apenas 35 acusaciones del total de más de un mil registros de denuncias. La mayor parte de las denuncias son desestimadas, sobreseídas, archivadas. Datos proporcionados por el Ministerio Público a la Fundación Myrna Mack hacen referencia a que 442 de los casos que investiga la Unidad fiscal han eliminados por solicitud de desestimación.

La Unidad de la Fiscalía también presenta dificultades para investigar, tales como las siguientes: la falta de delimitación de la competencia de la Unidad de delitos contra Operadores de Justicia, la inexistencia de medidas de seguridad respecto al personal de dicha unidad para el desempeño de sus funciones, la insuficiente investigación especializada, la ausencia de capacitación hacia los fiscales que tienen a su cargo los casos, la limitación del recurso humano, la inexistencia de un sistema de protección de testigos, la inobservancia de los requisitos legales para el archivo y sobreseimiento de casos; las falencias en el manejo de la escena de crimen y cadena de custodia, la inexistencia de protocolos de investigación, la falta de coordinación interinstitucional y la falta de cumplimiento por parte del Ministerio Público respecto a su rol en la dirección de la investigación.

El Ministerio Público no ha logrado el objetivo de convertirse en ese ente investigador que llegue a formular una acusación formal y sustanciada en contra de los presuntos responsables y perseguir en forma racional los delitos cometidos, dejando la mayor parte de denuncias recibidas en total impunidad y creando un ambiente de inseguridad para los operadores de justicia; como se puede comprobar con los datos y estadísticas brindadas por el Ministerio Público.

El Estado de Guatemala tiene que cumplir con su obligación de investigar y sancionar estos delitos. Ello, no solo para que exista justicia para las víctimas, sino además para que no se siga reforzando el fenómeno de la impunidad con estos ataques que propician la vulnerabilidad del sistema de administración de justicia ante la falta de respuesta institucional por parte del Estado.

La situación de vulnerabilidad e inseguridad que viven los operadores de justicia, especialmente los jueces y magistrados del interior de la república que tienen a su cargo casos de alto impacto motivo que Carlos Castresana, Comisionado de la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), presentara a la Corte Suprema de Justicia la propuesta de crear tribunales que puedan conocer casos de alto impacto, a efecto de resguardar la seguridad de los operadores de justicia en la provincia.

III. IMPUNIDAD Y DENEGACIÓN DE JUSTICIA

El análisis de la situación generalizada de impunidad en Guatemala, con relación a casos vinculados con violaciones de derechos humanos, permite establecer que son excepcionales los casos en que el Poder Judicial juzga a los responsables e impone las sanciones penales correspondientes.

De esa cuenta, el factor común que caracteriza a un número importante de casos sometidos a proceso judicial es la inexistencia, de hecho o de derecho, del establecimiento de responsabilidad penal por parte de los autores materiales e intelectuales; así como de responsabilidad civil, administrativa o disciplinaria, porque escapan a toda investigación con miras a su inculpación, detención y procesamiento. Dicha situación ha generado un aumento en la desconfianza social en el sistema de administración de justicia y además propicia indefinidamente la repetición de las violaciones a los derechos humanos fundamentales. Ello configura un grave cuadro de impunidad y de denegación que justicia, que conspira contra la verdad, el Estado de Derecho y, en definitiva, contra la democracia.

La Fundación Myrna Mack ha identificado mecanismos y prácticas reiteradas que han generado denegación de justicia y profundizado la situación de impunidad. Estos mecanismos han sido denominados como obstáculos, entre los cuales se pueden mencionar:

A. La debilidad institucional en los mecanismos de investigación y juzgamiento.

El Sistema de justicia afronta un creciente deterioro propiciado por el mismo Estado, lo que se evidencia con la evidente injerencia de los diferentes poderes en asuntos judiciales, la falta de capacitación del personal, la tolerancia a la comisión de actos de corrupción y la actitud pasiva para investigar y sancionar dichos actos, y la innegable dependencia política de centros de poder (partidos políticos, líderes militares, etc.) que neutralizan su actuación. Estos problemas de debilidad y deterioro institucional, normalmente comprometen su actuación independiente y eficiente en la lucha contra los responsables de delitos.

Cabe señalar, que las instituciones del sector justicia tampoco han reaccionado adecuadamente ante este embate que estaría neutralizando sus alcances democráticos y entorpeciendo su funcionamiento. No han impulsado con la debida fuerza y voluntad política las transformaciones institucionales requeridas para asegurar su modernización y fortalecimiento, el acceso a la justicia, el combate de la impunidad, la solución pacífica de los conflictos sociales y la plena vigencia del Estado de Derecho.

Desafortunadamente, la investigación y juzgamiento de cualquier tipo de delito por parte de las autoridades legalmente encargadas de su esclarecimiento y sanción reviste serias deficiencias, especialmente en aquellos casos donde se sospecha un móvil político o la participación directa o indirecta de agentes del Estado.

La FMM ha detectado graves falencias en la actuación del Ministerio Público, del Poder Judicial y en particular de la Policía Nacional Civil; entre las cuales se puede mencionar: irregularidades en la recolección y producción de prueba, en la conservación de la escena del crimen; la indebida influencia de las Fuerzas Armadas en asuntos ajenos a sus funciones específicas, particularmente a través de la utilización de la inteligencia militar en investigaciones criminales, así como la protección y encubrimiento de los responsables por parte de algunas autoridades en investigaciones relacionadas con el crimen organizado.

Sin embargo, se debe destacar y merece atención especial por el rol que asume de dirección de la investigación en el proceso penal, el conjunto de factores de obstrucción y denegación de justicia propios del Ministerio Público.

B. Factores de obstrucción y denegación de justicia propios del Ministerio Público:

Monitoreos realizados por el Movimiento Pro Justicia entre 2005 y 2008, en varias fiscalías del Ministerio Público
, han mostrado la existencia de un patrón en la gestión de casos penales que configura situaciones donde se fomentan la impunidad, la obstrucción y la denegación de justicia.

Mediante el uso anómalo y arbitrario de ciertas salidas procesales, y a través del atasco de los procesos de investigación criminal, la respuesta institucional hacia las víctimas y sus familiares se reduce a archivar o desestimar los casos. De esa cuenta, los casos no son esclarecidos ni sancionados coadyuvando al mayor arraigo de la impunidad.

En el caso de las salidas procesales, en estos estudios se constata que estas herramientas del sistema de justicia que tienen como fin promover su adecuado funcionamiento no están siendo utilizadas con ese fin o propósito, sino todo lo contrario. Los fiscales acostumbran recurrir de manera reiterada al uso de figuras como el archivo y la desestimación para “limpiar” o desahogar sus mesas de trabajo.

Como puede observarse en la gráfica presentada a continuación, hay un porcentaje elevado de archivos y desestimaciones en relación con el número de acusaciones. En el caso de delitos contra la libertad sexual, el problema del mal uso del archivo y la desestimación es verdaderamente dramático, por el efecto que causa en las víctimas cuando el Ministerio Público simplemente informa a las víctimas que la violación o el ataque sufrido no constituye delito, o en el mejor de los casos la información es que no se sabe qué sucedió.

Cabe hacer notar que el archivo de casos es una situación que depende exclusivamente del criterio del fiscal a cargo del caso, pero cuando se trata de desestimaciones, esta salida se concreta con el aval del juez contralor. Quiere decir que la desestimación de casos es una decisión conjunta entre el Ministerio Público y el Organismo Judicial, con lo cual se diluye la responsabilidad y se incrementa la falta de respuesta de las instituciones hacia la sociedad.

[image: image1.png]CASOS INGRESADOS

CASOS INGRESADOS EN

EN 2007 2008
(I_(I)g]-irls]/}-\]_DA CONTRA LA
CONTRA T CONTRA | LIBERTAD Y
LAVIDA | oD | LA VIDA bESC-ElilSEE\D
SEXUAL i
ACUSACION 82 % 33% 45%
PROCEDIMIENTO Y o o
ABREVIADO 1.07 % 0.2% 0.58% 0.08%
CRITERIO DE o Y
OPORTUNIDAD 13% 0.8% 0.7% 03%
BRI
SUSPENSION DE LA P. 00 % 0.3% 0.1%
1.6% 0.7 % 0.1%
82 % 16 %
SOBRESEIMIENTO 0.6% 02 %
ARCHIVO 327 89 % 16 % 04%

Fuente: Departamento de Sicomp
El periodo analizado: de enero 2007 a agosto 2008.





Lo relacionado con el atasco de casos por nula o escasa investigación, se refleja en el número de casos “en investigación” o “pendientes”. Hay una inactividad de grandes dimensiones en la investigación, por lo cual se deriva fácilmente en denegación de justicia por la falta de diligencia.

Todo lo expuesto constituye un mecanismo de impunidad, que se suma a otros cuellos de botella que hemos identificado, tales como: el Secreto de Estado, el uso malicioso de garantías como el amparo y la acción de inconstitucionalidad en caso concreto; recusaciones, uso de la violencia contra operadores, etc. 

En el fondo, la existencia de patrones culturales e ideológicos favorece estos mecanismos de impunidad y se fortalecen con cuestiones como: la falta de vocación en el servicio, el mal desempeño, la ausencia de supervisión y de sanciones, la tolerancia a la mediocridad y el aval a la política de: “salga bien o salga mal, el cheque siempre sale cabal”. Así afrontamos un comportamiento institucional perverso.

No se trata sólo de los casos que quedan en la impunidad o cuya resolución llega tarde a las víctimas. La realidad es que, en lo que respecta a los funcionarios de la justicia, afrontamos sobre todo un comportamiento carente de sensibilidad hacia la cuestión humana que entraña cada caso.

C. Las debilidades en la investigación criminal dirigida por el Ministerio Público, genera impunidad y denegación de justicia.

El Ministerio Público como el ente director de la investigación criminal y que por mandato constitucional tiene la exclusividad en la persecución penal; se le he señalado por falencias formativas y técnicas en la investigación que dirige. La FMM ha detectado a través del seguimiento de casos de graves violaciones a los derechos humanos
 y de corrupción que el común denominador entre estos es la ineficiente investigación criminal que se caracteriza por la falta de capacitación de los operadores de justicias, negligencia, malas prácticas aunadas a un creciente fenómeno de corrupción. Entre las principales falencias se deben mencionar:

1. Salvo contadas excepciones las investigaciones son rutinarias, sin vislumbrarse una línea concreta de pesquisa. En la mayoría de los casos se limitan a realizar tres o cuatro diligencias cajoneras.

2. Los resultados de la investigación se basan en la solicitud de antecedentes penales, policíacos y citación al denunciante.

3. La inexistencia de hipótesis para iniciar la investigación de cada uno de los casos.

4. La falta de una coordinación adecuada entre el ente director de la investigación (Ministerio Público) y el ente ejecutor (Policia Nacional Civil). Esta ausencia de coordinación fue una de las principales justificaciones para la creación de la Unidad de Investigación Criminal operativa (DICRI) en el Ministerio Público, lo que ha generado una duplicidad de funciones entre el MP y la PNC. Extralimitándose el MP en sus atribuciones ya que le corresponde dirigir la investigación no ejecutarla. Este accionar del MP ha generado problemas legales debido a la falta de fundamento legal para justificar las diligencias de investigación que práctica la DICRI y cuando se abre el caso a debate el investigador de la PNC que es llamado a declarar entra en contradicciones por desconocer la diligencia y sus resultados.

5. No se profundiza en los hallazgos de las declaraciones testimoniales, la diligencia no va más de allá de escuchar y describir hechos, sin hacer ningún tipo de cuestionamiento de aquellos aspectos que pueden resultar relevantes para orientar la investigación.

6. A pesar de la deficiencia de la prueba testimonial, debido a la carencia de prueba científica en los procesos, se privilegia a la primera.

7. Es evidente que las estructuras criminales incrustadas en las instituciones encargadas de la investigación criminal (MP y PNC) impiden el avance de las investigaciones, perdiendo pruebas, contaminando la escena del crimen o simplemente dejando de actuar.

Cabe mencionar, que en el último decenio se han implementado por el Estado estrategias de intervención para resolver esta problemática. Sin embargo, los resultados son inexistentes y han profundizado las debilidades de las instituciones encargadas de la investigación criminal, evidenciando la carencia, tanto de una visión de Estado sobre la problemática, como de una visión sistémica de la misma. Cada gobierno y cada institución han creado y puesto en marcha una política distinta en cuanto a la investigación criminal, generando procesos separados en cada una de ellas, en consecuencia, el tema de la coordinación interinstitucional no han sido abordado de manera seria y por ambas instituciones, las respuestas han sido coyunturales y aisladas, que en algunas oportunidades han entrado en contradicción con otras acciones emprendidas.

D. La arbitraria calificación de Secreto de Estado. 

En los casos en los que están involucrados miembros del Ejército o de las fuerzas de seguridad, ha habido una notable falta de colaboración para proveer información en el marco de los procesos judiciales. La negativa de instituciones del Estado a entregar información requerida por operadores de justicia para adelantar investigaciones y procesos judiciales, muchas veces amparadas en “el secreto de Estado” se da con la finalidad de retardar u obstruir las investigaciones llevadas adelante por el Ministerio Público. El mantenimiento del secreto oficial en estos casos ha contribuido a la perpetuación de la impunidad, al debilitamiento institucional y a la erosión de la autoridad del Estado.

En la actualidad no existe una ley específica que regule el secreto de Estado como restricción al principio republicano de publicidad establecido en el artículo 30 de la Constitución Política de la República de Guatemala, toda vez que la Ley de Acceso a la Información Pública entrará en vigencia en abril del presente año y no regula el procedimiento para obtener información de archivo catalogados como secretos. Lo que existe y deben aplicar las autoridades que requieren la información y a quienes se les solicita, es la integración de la norma constitucional y la ley ordinaria. “Los interesados tienen derecho de obtener, en cualquier tiempo informes, copias, reproducciones y certificaciones que soliciten y la exhibición de los expedientes que deseen consultar, salvo que se trate de asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional, o de datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia”; quedando claro que el principio de publicidad tiene límites siendo únicamente: “los asuntos militares de seguridad nacional, los asuntos diplomáticos de seguridad nacional y los datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia”
.

A pesar de la disposición constitucional, la obstaculización intencional de las investigaciones por parte de las autoridades del Estado, es una constante en los casos por violación a los derechos humanos. Esta situación es atribuible a que todavía permanecen intactas las estructuras controladas por el Ejército, las cuales ocultan y niegan sistemáticamente información de vital importancia que requieren los tribunales de justicia para efectuar una correcta valoración de los hechos, que contribuiría sustancialmente al esclarecimiento de un caso.

Durante el año 2008, el alto mando del Ejército, se negó sistemáticamente a entregar los archivos militares relacionados con el conflicto armado interno, a pesar de que existía una orden presidencial en ese sentido. El próximo 25 de febrero se cumplirá un año de la promesa del Presidente de la Republica y de la conformación de equipos especializados, sin que se tenga a la vista información relevante para el esclarecimiento judicial de casos de Derechos Humanos.

E. Litigio Malicioso

En la práctica del litigio malicioso operan factores y elementos, como los siguientes:

1. El abuso en el uso de la acción de amparo por parte de los abogados litigantes y jueces:

La impunidad estructural existente en el sistema de justicia se ve fomentada en la tramitación displicente por parte de las autoridades judiciales de recursos notoriamente frívolos, cuyo objetivo es obstruir la justicia a través de tácticas dilatorias. Si bien la interposición de recursos en sí misma es un derecho de toda persona en el ejercicio de su legítimo derecho de defensa, los defensores de las personas acusadas de cometer un delito utilizan tales acciones con el fin de demorar las decisiones de los tribunales, sin que los jueces en tanto directores del proceso judicial, adopten las medidas necesarias para evitar la denegación de justicia, que se da en la práctica.

La desnaturalización de esta institución garantista de derechos constitucionales al utilizarse como medio de impugnación de lo resuelto por la jurisdicción ordinaria, demuestra la práctica mal intencionada, de convertir al amparo en una tercera instancia por parte de abogados litigantes. Y deja ver una deficiente y poco ética práctica profesional por parte de jueces y magistrados que aún a sabiendas que el amparo es improcedente, resuelven a favor, influenciados por intereses políticos o de otra índole, violando y tergiversando la ley, creando todo un contexto de inseguridad y falta de certeza jurídica.

2. El otorgamiento de beneficios que permiten consagrar la impunidad, burlando la justicia: la incorrecta aplicación de leyes de amnistía.

La aplicación apegada a derecho que habían realizado las Salas de la Corte de Apelaciones en Guatemala sobre la Ley de Reconciliación Nacional (Decreto No.145-96 del Congreso de la República) en casos vinculados con graves violaciones a los Derechos Humanos ocurridos en el enfrentamiento armado interno (1962-1996)
, ha sufrido recientemente un retroceso.

En primer término, la Corte de Constitucionalidad por sentencia del 12 de diciembre de 2007 en el caso “Genocidio” diligenciado ante la Audiencia Nacional de España, por la cual se denegó la extradición de los sindicados, sentó un precedente adverso sobre la categorización de hechos ilícitos que conforman violaciones a los derechos humanos como actos conexos con delitos políticos. Con ello se dejó abierta la posibilidad de aplicar la amnistía por la comisión de estos ilícitos.

En segundo término, el auto razonado dictado por la Sala Primera de la Corte Apelaciones en el caso el “JUTE”, relacionado con desapariciones forzadas ocurridas en la aldea el jute en el departamento de Chiquimula. Mediante este auto, se declaró procedente la aplicación de la Ley de Reconciliación Nacional en hechos ilícitos tipificados como delitos comunes (plagio o secuestro, delitos contra los deberes de la humanidad y detención ilegal en concurso ideal), que frente al derecho interno y al derecho internacional son violaciones a los derechos humanos.

Este auto ha quedado firme con el auto dictado el 12 de noviembre del año 2008 por la Corte Suprema Justicia, que acató la resolución de la Corte de Constitucionalidad del 29 de octubre de 2008. En este fallo la Corte de Constitucionalidad se arrogó facultades que le corresponden a la jurisdicción ordinaria al ordenar a la Corte Suprema de Justicia “que la autoridad impugnada durante el procedimiento de mérito debe aplicar las disposiciones contenidas en la Ley de Reconciliación Nacional”. Con base en esta resolución de la CC, la Cámara Penal otorgó la extinción de la responsabilidad penal a uno de los sindicados, sin haber hecho ninguna consideración jurídica sobre las conductas ilícitas cometidas en la aldea el “JUTE”, y su naturaleza de delitos comunes, no susceptibles de ser considerados casos de procedencia de aplicación de la Ley de Reconciliación Nacional.

El Ministerio Público en contra de esta resolución interpuso un Ocurso de Queja ante la Corte de Constitucionalidad, con la finalidad de revertir el fallo. Sin embargo, se debe considerar que el Ocurso de Queja en materia constitucional se plantea cuando lo resuelto por la CC a través de un fallo no se cumple o se ejecutan acciones contrarias a lo resuelto. Es decir, el recurso interpuesto, por el MP era improcedente debido al objetivo que perseguía y la CC debió rechazarlo in límine por no llenar los presupuestos procesales establecidos en la LAEC. A pesar, de la claridad de la normativa respecto al Ocurso de Queja y a la misma consideración de la CC realizado en el fallo, en cuanto a que el planteamiento de este remedio procesal es inidóneo, esta resuelve anular el auto emitido por la Corte Suprema de Justicia, obviando que existen mecanismos legales adecuados a través de los cuales se puede enmendar el procedimiento y las falencias de las que adolece el auto de la CSJ. Entre las falencias analizadas y que motivaron la interposición del Ocurso de Queja por el MP destacan:

• La CSJ contraviniendo la norma adjetiva dicto sin fundamentar su resolución amparándose en que la CC le ordenó aplicar la Ley de Reconciliación Nacional.

• La CSJ no entró a conocer los argumentos vertidos por el Ministerio Público en el recurso de apelación sobre la improcedencia de aplicar la LRN en delitos no amnistiables.

La CC al declarar procedente el Ocurso de Queja del Ministerio Público, a sabiendas que no era vía adecuada, inobserva lo establecido en la LAEC que señala los presupuestos que deben cumplirse para la procedencia del Ocurso, tergiversa el contenido de la norma al señalar “que en atención al principio de pro actione y debido a que, de la lectura de la solicitud, se desprendía que la pretensión se centraba en la ejecución de la sentencia, debía dársele trámite.(fraude de ley), y pretende que en determinadas ocasiones la norma se adecue a los casos, invisibiliza su función de ser garante del cumplimiento de los preceptos constitucionales, violenta la legalidad del Estado al aplicar criterios discrecionales en sus resoluciones aún cuando en la LAEC se establecen taxativamente los presupuestos y el procedimiento del Ocurso de Queja.

Esta discrecionalidad e ilegalidad en el actuar de la Corte de Constitucionalidad implica que hace distinciones y aplica un trato diferente atendiendo a cuestiones políticas, económicas e intereses personales, lo que vulnera el principio de legalidad y de igualdad ante la ley; situación que impacta negativamente en la certeza jurídica. Los ciudadanos perciben con este tipo de resoluciones que las leyes no se cumplen y que los criterios de aplicación de justicia responden al clientelismo político.

Lo anterior genera no sólo espacios propicios para la corrupción, sino también una percepción de aplicación selectiva de la ley, reafirma el carácter político de las resoluciones de los órganos jurisdiccionales y de la Corte de Constitucionalidad que con una pretendida finalidad de reconciliación contravienen el ordenamiento jurídico interno e ignoran los compromisos adquiridos por el Estado de Guatemala en materia de Derechos Humanos en el tema de justicia. Decisiones de esta naturaleza más que una interpretación jurídica, son decisiones políticas con débil basamento jurídico, que tienen la finalidad de favorecer a ciertas personas que gozan de poder o desempeñan cargos públicos en el Organismo Ejecutivo y Legislativo y son acusados de participar en la planificación y ejecución de conductas delictivas que configuraron violaciones a los derechos humanos.

F. La Formal Ejecución de Condenas y las prácticas de corrupción en el Sistema Penitenciario no permite la consecución del principio constitucional de rehabilitación del interno.

El Sistema Penitenciario de Guatemala afronta diversos problemas estructurales, administrativos, técnicos y presupuestarios, lo que evidencia una precaria institucionalidad del sistema, que se caracteriza por ser un conjunto de cárceles, en donde la falta de autoridad y los actos de corrupción han fomentado la criminalidad y la impunidad en instituciones que deberían estar diseñadas para rehabilitar a quienes han cometido delitos.

Entre los principales problemas se observan:

a) no existe una regulación específica sobre el trato que debe recibir el condenado o detenido provisionalmente, recientemente se promulgó la Ley del Sistema Penitenciario, que pretende regular el funcionamiento y estructura del sistema; así como eliminar las recurrentes prácticas de corrupción. Sin embargo, la promulgación y vigencia de esta normativa no ha dado los resultados esperados por ausencia de voluntad política de quienes tienen la facultad de decidir.

b) no se ha implementado Carrera Penitenciaria funcional los mecanismos de formación, capacitación y selección de personal siguen siendo inadecuados, basados en criterios subjetivos y poco técnicos, que a corto y largo plazo no permiten contratar a las personas más idóneas;

c) la falta de una correcta clasificación de cárceles y reclusos que atienda a su peligrosidad, ha convertido a los centros de detención en escuelas del crimen, donde no existe tratos diferenciados para presos que han cometido ilícitos graves (narcotráfico y asesinato) que deben estar sometidos a fuertes medidas de seguridad y reclusos de primer ingreso que han cometido delitos menores (hurto, amenazas, lesiones) que deben estar sujetos a mecanismos de rehabilitación y reinserción a la sociedad.

d) la disputa por el control de la distribución de sustancias psicotrópicas de producción y tráfico ilícito así como la búsqueda de hegemonía en los negocios propios de las redes del crimen organizado (trasiego de armas, narcotráfico, prostitución) han originado una situación de caos y desprecio por el principio de autoridad en los centros de reclusión. Aunado a lo anterior, los constantes actos de corrupción cometidos por los altos funcionarios y empleados de menor jerarquía del Sistema, ha hecho evidente que los procesos de depuración son urgentes, seguidos de una eficiente investigación, juzgamiento y sanción por los actos ilícitos en los que se ven involucrados.

e) La ausencia de mecanismos de control que permitan mantener una constante vigilancia sobre el correcto desempeño de los funcionarios penitenciarios apegado a los principios de probidad y ética.

La suma de estas falencias revela la magnitud de la crisis que afecta al Sistema Penitenciario y por ende la correcta ejecución de condena. Los constantes intentos de reforma para mejorar la situación se caracterizan por la falta de voluntad política, el desinterés y la visión de corto plazo, interesada y espuria de parte de las autoridades que sucesivamente han ocupado los escaños más altos de decisión de cada una de ellas.

Sin embargo, el problema de la ausencia de avances radica también en que muchos procesos de reforma han quedado inconclusos y en que persisten las actitudes formalistas y el funcionamiento con sesgo autoritario. Se preserva, el carácter discrecional y arbitrario, puesto que permite a las autoridades detentar el poder y manejar a su criterio los asuntos tanto sustantivos como administrativos.

IV. INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD

La Fundación Myrna Mack ha identificado una serie de factores que inciden negativamente en la independencia e imparcialidad de los operadores de justicia en el desempeño de sus funciones, lo que no ha permitido el ejercicio de una administración de justicia eficiente y autónoma. Entre los factores analizados se encuentran:

A. Los actos y prácticas reiteradas de corrupción en el Sistema de Justicia.

La corrupción es uno de los principales problemas que aquejan a la administración de justicia en Guatemala. Es claro que este fenómeno obstaculiza la investigación criminal y a través del soborno a funcionarios judiciales, testigos y otros sujetos, entorpece, retarda y deniega justicia. Los niveles de corrupción han llegado a tal punto que configura una estructura paralela al mismo Estado, basada en un sistema de compadrazgo y nepotismo que vulnera los principios de probidad y ética.

En el Organismo Judicial, se ha detectado que los auxiliares de los jueces tienden a recibir sobornos a cambio de agilizar el trámite en los procesos o hacer otro tipo de actos a favor de quien lo solicita. Dicho personal tiene una actuación de amplia discrecionalidad, permitida por la ausencia de controles adecuados y la amplia demanda del servicio, lo que genera un espacio fértil para la corrupción.

Uno, de los casos más recientes que ejemplifican esta situación, es el proceso judicial iniciado en contra de Silvia González Centeno, por haber pretendido extorsionar por Q.150 mil a un abogado, a cambio de agilizar 17 procesos. Así también se vincula a la comisión de estos ilícitos al juez Rocael Girón, quien es investigado por la Junta Disciplinaria de la Carrera Judicial, pero a la fecha no hay resultados de las pesquisas.

Además de los actos de corrupción provenientes del personal administrativo y auxiliar del Organismo Judicial, se ha detectado esta práctica entre los funcionarios jurisdiccionales. Datos obtenidos de un medio de comunicación escrito señalan que los principales actos de corrupción denunciados, cometidos por estos funcionarios son: irregularidades en el debido proceso, cohecho pasivo, abuso de autoridad, prevaricato e incumplimiento de deberes. En el año 2008 ante el Régimen disciplinario de la Carrera Judicial y de la Corte Suprema de Justicia se plantearon 48
 peticiones de retiro de inmunidad por la comisión de actos de corrupción por jueces y magistrados, las cuales en su mayoría están pendientes de resolver.

El Ministerio Público, por su parte, ha iniciado investigación contra algunos de sus miembros que presuntmente se encuentran involucrados en casos de corrupción. Si bien, es cierto que en el MP son pocos los casos de corrupción que se conocen, y no porque no sucedan, sino porque las autoridades se han negado a informar sobre la cantidad de denuncias contra fiscales y auxiliares de fiscalía. En el año 2007 se interpusieron 30
 denuncias contra fiscales y auxiliares fiscales, sindicados de robo, entrega y sustracción de evidencia así como por cohecho pasivo. Se desconoce el resultado de esas investigaciones.

Los cuestionamientos más fuertes han sido dirigidos hacia jueces y fiscales por su conducta en procesos que afectan a personajes con poder político. Se ha puesto en duda la independencia, imparcialidad, capacidad, voluntad de los operadores de justicia, que tienen a su cargo procesos vinculados con actos de corrupción que involucran a ex-funcionarios de alto rango con influencias políticas. Esa situación ha sido evidente las resoluciones judiciales que favorecieron a seis políticos que salieron libres, pese a haber malversado fondos durante el gobierno del partido Frente Republicano Guatemalteco (FRG) de 2000 a 2004. Otros casos cuya aplicación e interpretación de la norma deja ver posibles actos de presión, injerencia y de corrupción son:

• El caso del ex Presidente Alfonso Portillo, a quien se le sindica por una transferencia anómala de Q.120 millones al Ejército y se le otorgó libertad mediante el pago de una fianza por Q.1 millón, a pesar de haber sido prófugo de la justicia por mas de seis anos.

• Arturo Salán Sánchez, sindicado de haber lavado Q.20 millones de la Secretaría Ejecutiva de la Presidencia, la cual dirigía su hermano, prófugo de la justicia Vinicio Salán Sánchez, a quien se le otorgó una fianza de Q.5 millones.

• Carlos Wohlers, ex presidente del Instituto Guatemalteco de Seguridad Social (IGSS), vinculado con el desfalco de Q.350 millones de esa institución, recientemente ha recuperado su libertad por buena conducta.

B. Sistema de designación de magistrados y jueces, la duración del mandato y la existencia de garantías contra presiones internas

La sanción del Decreto Número 41-99 del Congreso de la República, que regula la Ley de la Carrera Judicial, constituye un avance importante en el proceso de transformación del sistema de justicia en Guatemala, ya que su finalidad es garantizar la excelencia profesional en la administración de justicia y hacer efectivo el principio de independencia judicial.

Sin embargo, la promulgación y vigencia de esa normativa no ha garantizado la conformación de un sistema de selección transparente y objetiva que privilegie la excelencia profesional de los jueces. La utilización de criterios discrecionales en el proceso de selección y nombramiento “a dedo” ha dado lugar a que los aspirantes mejor calificados después de haber superado la etapa de selección (prueba técnico-jurídica) y la etapa de capacitación deben someterse a una entrevista personal con los magistrados de la Corte Suprema de Justicia; y éstos basándose en percepciones personales y criterios subjetivos, nombran al juez. Esto crea condiciones favorables para que los nombramientos sean finalmente discrecionales y queden al margen los resultados del proceso de selección.

La inamovilidad de los jueces sigue siendo un tema pendiente, pese a que es fundamental para asegurar la independencia judicial. Uno de los obstáculos principales es que para concretar este principio se requiere reformar la Constitución Política de la República, lo cual es inviable en estos momentos. El planteamiento no ha gozado de simpatía ciudadana ni de respaldo político porque hay cuestionamientos sobre el desempeño de algunos jueces, y esto al final afecta a todo el gremio. La falta de regulación constitucional a este respecto ha permitido que, en numerosas ocasiones, la Corte Suprema de Justicia disponga del traslado general de jueces y magistrados y ordene destituciones o remociones injustificadas. Este tipo de decisiones suelen estar asociadas a intereses de algunos miembros de la Corte Suprema de Justicia y el tratamiento que da a ciertos aspectos de la política judicial, así como la actitud frente a casos de relevancia social y política.

Por otra parte, la imparcialidad del juez se ve amenazada por las influencias externas, consistentes en presiones por parte de los medios de comunicación, los militares, los partidos políticos, el sector económico, y funcionarios de Gobierno, con el objetivo de proteger intereses particulares o de ciertos grupos a través de la administración de justicia. Prueba de ello, es la injerencia del Poder Económico y la intromisión del Congreso de la República en la destitución de magistrado Rodolfo de León Molina.

C. Elección de magistrados: componendas partidarias y acecho del crimen organizado

La elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte de Apelaciones para el período 2009-2014, que tendrá lugar este año en Guatemala, empezó a ser definida hace mucho tiempo. En efecto, el cabildeo para definir listas de aspirantes, lista de nominados y lista de candidatos a ser potencialmente electos, empezó desde hace unos dos años.

Esta febril actividad se lleva a cabo tanto en el ámbito partidario como en el gremio de abogados, y en el espacio un tanto clandestino desde donde operan los lobbystas del crimen organizado, particularmente del contrabando y la narcoactividad, en componenda con jueces y magistrados interesados en escalar a las nuevas posiciones dentro del Organismo Judicial, obviamente desprovistos de la independencia que debe caracterizar el ejercicio de tales funciones.

Desde siempre, pero en particular en los últimos diez años, la elección de funcionarios y dignatarios del sector justicia ha estado caracterizada, primero, por la influencia y las componendas procedentes de partidos políticos, que al recibir la lista de candidatos de las comisiones de postulación realizan negociaciones y condicionamientos que consisten en una “distribución equitativa de cuotas”. Esto permite a los partidos decidir libremente sobre la elección de uno, dos o más magistrados, y pueden nombrar a los de su preferencia sin importar si los mismos carecen de idoneidad y que ha decantado en la limitada capacidad técnico-jurídica de los tribunales en Guatemala, debido también a la influencia y las presiones de corporaciones de la delincuencia organizada, que financian acciones como las siguientes:

• Campañas de promoción de algunos grupos de magistrados y abogados litigantes en el proceso de integración de las comisiones de postulación, tanto en representación de la Corte Suprema de Justicia como de la Corte de Apelaciones, así como de la Asamblea del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala.

• Campañas de promoción de aspirantes a la magistratura, a efecto de que sean nominados oficialmente como candidatos por las comisiones de postulación.

• Campañas de promoción de candidatos ante los diputados al Congreso de la República, para que sus candidaturas sean avaladas por los distintos bloques políticos.

• Campañas de desprestigio contra magistrados y abogados que no forman parte de las componendas por ser “demasiado independientes” y por consiguiente “no convenientes” a los espurios propósitos.

Lo anterior, se aplica a la elección de magistrados de Corte Suprema de Justicia y de Salas de la Corte de Apelaciones, pero similares prácticas se utilizan también, para la elección de Fiscal General de la República, magistrados de la Corte de Constitucionalidad, Contralor General de Cuentas de la Nación y magistrados del Tribunal Supremo Electoral, lo que ha incidido en el total debilitamiento institucional  la falta de confianza en la administración de justicia.

Como ejemplo de las campañas contra candidatos independientes, se puede citar lo siguiente: En 2004, el Relator Especial sobre Independencia de Jueces y Abogados, manifestó preocupación por las informaciones que llegaron a su conocimiento, en el sentido de que habría existido un veto en el Congreso de la República contra la jurista Yolanda Pérez Ruiz, cuya no-reelección como magistrada de la Corte de Apelaciones, significó el fin de una carrera judicial de más de 20 años. La ex magistrada Pérez Ruiz había sido vetada por el partido Frente Republicano Guatemalteco (FRG), por haber emitido varias resoluciones judiciales que afectaron las aspiraciones presidenciales del líder del FRG, el General Efraín Ríos Montt.

El caso de la ex magistrada Pérez Ruiz ilustra muy bien al menos uno de los tipos de campañas que suelen ser implementadas, y las mismas pueden ser utilizadas tanto para favorecer unas candidaturas como para entorpecer otras.

De esa cuenta, la elección de funcionarios y dignatarios del sector justicia se ha convertido en un foco de corrupción, componendas, negociaciones y presiones que es preciso atacar y desmontar. Por un lado, se hace necesario resguardar a las instituciones del acecho de los grupos de crimen organizado que continúan con su intención de ganar control e influencia en la administración de justicia y cooptar instituciones por la vía de financiar magistraturas; y, por otro, es necesario reducir la “politización” de las elecciones.

Un camino sería la reforma constitucional que establezca de mejor manera el funcionamiento de las comisiones de postulación, u otro mecanismo de elección, al menos en lo que respecta a los magistrados de Corte Suprema de Justicia y Corte de Apelaciones, así como del Fiscal General de la República. En la actualidad, las comisiones se rigen por la Constitución Política de la República, que únicamente establece la existencia de las comisiones y su integración, y la mención general de que su fin es proponer candidatos a magistrados y a Fiscal General, correspondiéndole al Congreso de la República designar a los Magistrados y al Presidente de la República, designar al Fiscal General.

No obstante, la reforma constitucional se avizora como algo inviable en estos momentos de gran turbulencia parlamentaria, por lo cual la única vía posible a corto plazo es mejorar los mecanismos de supervisión del proceso de integración de las comisiones de postulación y transparentar las hojas de vida de los elegidos.

Varias organizaciones sociales han presentado al Congreso de la República un proyecto de ley que busca normar de mejor manera el funcionamiento de las comisiones de postulación, pero hasta el momento -y a pesar de que se han pronunciado positivamente en diferentes ocasiones-, los diputados no han dado trámite a esta propuesta de la instancia denominada Foro Guatemala.

D. Intromisión de diferentes poderes en asuntos de la judicatura.

En 2007, el Poder Judicial sucumbió ante el embate del sector empresarial del país. El empresariado atacó con fuerza inusitada las acciones del magistrado Rodolfo de León Molina, quien entonces era miembro de la Corte Suprema de Justicia y por delegación de ésta fungía como presidente de un esfuerzo denominado Diálogo Intersectorial Agrario.

Esta instancia fue creada en 2006 con el propósito de formular, de manera consensuada con diferentes organizaciones y sectores, una iniciativa de ley que propusiese la creación de la jurisdicción agraria y ambiental en el fuero de la justicia ordinaria.

La Corte Suprema de Justicia se había introducido en ese esfuerzo a raíz de que la Ley de Registro e Información Catastral, demanda la existencia de la jurisdicción agraria y es necesario crearla; asimismo, porque el Congreso de la República le solicitó hacerse cargo de redactar esa iniciativa de ley, cuya importancia y necesidad constituyen algo notorio para resolver la problemática de la tenencia de la tierra.

Cuando el proyecto de ley había tenido avances sustantivos y estaba próximo a ser enviado al Congreso de la República, el sector empresarial retiró intempestivamente del Diálogo Intersectorial Agrario a sus delegados, lanzando serias acusaciones contra el magistrado De León Molina. Lo acusaban de abuso de autoridad y confianza, porque supuestamente había avanzado sustantivamente en la redacción de la iniciativa de ley, pero le señalaron de estar favoreciendo a los grupos de campesinos que demandan tierra y al no obtenerla invaden las fincas.

De esta manera, el empresariado boicoteó el proceso de creación de tribunales agrarios, instancia judicial especializada, cuya existencia es un compromiso emanado de los Acuerdos de Paz, que hasta ahora ha sido incumplido.

Las acusaciones contra el magistrado y la fuerte presión ejercida por los empresarios sobre la Corte Suprema de Justicia, derivaron en:

• Retiraron su aval al magistrado Rodolfo de León Molina

• A pesar de que la Corte Suprema de Justicia ejercía la presidencia del Diálog Intersectorial desde hacía más de un año, a través del magistrado ya mencionado, de manera inusitada el pleno de la Corte abominó esa instancia y sus propósitos.

El magistrado Rodolfo de León Molina quedó finalmente fuera de la magistratura. En 2008, por iniciativa del diputado Gudy Rivera, del Partido Patriota (PP), la mayoría del Congreso de la República aprobó reformas legales que obligaron al magistrado De León Molina a renunciar a la magistratura por tener más de 75 años.

Poco importó que la Constitución de la República dispone que los magistrados serán electos para un período de cinco años, y que el Congreso, en cumplimiento de lo anterior, haya juramentado al magistrado en referencia en octubre de 2004. Es decir, Rodolfo de León Molina fue electo magistrado de la Corte Suprema de Justicia para el período octubre 2004-octubre 2009 y se supone que nada podía alterar ese período fijado por la Carta Magna.

Es indiscutible que la edad de la jubilación es la de 75 años, pero en el caso de De León Molina se planteaba un conflicto de leyes que no fue abordado adecuadamente. Por un lado, estaba la obligación de jubilarse por haber alcanzado la edad establecida para hacerlo, pero al mismo tiempo tenía a su favor el aval constitucional y la disposición parlamentaria que lo había llevado al cargo para un período de cinco años.

E. La Corte Suprema y su politización al servicio de sectores ajenos a la justicia

El ideal de que las instituciones de justicia están única y exclusivamente para procurar a la población un servicio en plazos razonables, tutela judicial y reparación, no se cumple en Guatemala.

Además de los numerosos mecanismos de impunidad existentes, es preciso notar cómo la Corte Suprema de Justicia (CSJ) no sólo sucumbe al poder económico o a la intromisión de los otros organismos de Estado, sino que además sus magistrados se someten a presiones internas y externas, las cuales multiplica sobre jueces, cuya renovación de contratos depende del criterio de los miembros de la CSJ.

Como es sabido, la Presidencia de la CSJ es rotativa y cada magistrado es electo para ejercer ese cargo por un año. El cambio se produce en el mes de octubre de cada año. La actual CSJ siempre afrontó problemas, conflictos y retrasos cada ano, cuando llegaba el momento de elegir a su Presidente, pero en la actualidad atraviesa su peor momento.

Desde octubre de 2008 la CSJ ha intentado elegir presidente sin lograrlo. Los trece magistrados están divididos en dos grupos, uno de siete magistrados y otro de seis. Necesitan 9 votos al menos para elegir presidente, lo cual no han conseguido luego de 24 rondas de elección fallidas. Han imperado la falta de éxito en las negociaciones y el predominio de intereses vinculados con el papel que juega la Presidencia de la CSJ en el nombramiento, cancelación de contratos, remoción y traslado de jueces de paz, instancia, sentencia y ejecución.+

Precisamente,  este año vence el período de los actuales magistrados de la CSJ, quienes no han sido presidentes de la CSJ tiene la última oportunidad para ejercer el cargo en caso no sean reelectos en la magistratura; al menos siete de los trece magistrados de la CSJ participarán en la nominación de candidatos a la Corte de Apelaciones; y uno de ellos tendrá un papel que desempeñar en la nominación de candidatos a la Dirección del Instituto de la Defensa Pública Penal.

Al 26 de enero de 2009, la CSJ no había logrado elegir presidente, y seguían imperando los intereses espurios internos, conectados con grupos de poder externos al Organismo Judicial que financiaron la campaña de nominación y elección de al menos siete de los magistrados de la CSJ.

F. Resoluciones que generan sospechas y ponen en duda la integridad y la

independencia del juez

En julio de 2001 el Relator Especial de la ONU sobre Independencia de Jueces y Abogados, cargo ocupado en ese entonces por el jurista Param Cumaraswamy, emitió un comunicado de prensa en el cual cuestionaba severamente una resolución emitida por la Corte de Constitucionalidad (CC), al extremo de creer que la misma configuraba una situación de pérdida de integridad, imparcialidad, objetividad e independencia por parte de la referida Corte.

Se trata de la resolución por la que la CC avalaba la candidatura del general Efraín Ríos Montt, ex jefe de Estado durante un gobierno de facto, razón por la cual afronta la prohibición contenida en el artículo 186 de la Constitución, que veda la posibilidad de optar a la Presidencia de la República a quienes hayan ejercido gobiernos configurados a partir de golpes de Estado o hayan encabezado actos sediciosos.

La resolución le pareció especialmente dañina al Relator Especial, sobre todo porque con ello se confirmó que la elección de magistrados a la CC siempre tuvo como norte lograr una integración favorable a las aspiraciones del general Ríos Montt y a los intereses de su partido el Frente Republicano Guatemalteco.

Antes y después de esta cuestionada resolución ha habido muchas más decisiones susceptibles de ser censuradas, tanto en la CC como en los demás órganos de la administración de justicia, pero quizá el más relevante recién tuvo lugar entre diciembre de 2008 y enero de 2009. Se trata de una especie de cadena de resoluciones emitidas por el juez quinto de sentencia, Julio Jerónimo Xitumul, quien favoreció con medidas sustitutivas de prisión, fianzas bajísimas y con prisión domiciliaria a ex funcionarios sindicados de graves delitos.

Entre los favorecidos se cuentan:

• El ex presidente Alfonso Portillo y su ex ministro de Finanzas Públicas, Manuel Maza Castellanos, ambos acusados de varios casos de corrupción.

• El ex secretario de Asuntos Administrativos y de Seguridad de la Presidencia del actual gobierno, Carlos Quintanilla, y el ex secretario de Análisis Estratégico, Gustavo Solano, ambos sindicados de delitos vinculados al espionaje a que presuntamente estaba sometido el Presidente de la República. 

La indignación que provocó este conjunto de resoluciones, se origina en que durante mucho tiempo se han ventilado públicamente las acusaciones contra ambos y han sido expuestos detalles de los actos de corrupción en que habrían incurrido, aunado al hecho de que ambos eran prófugos de la justicia, por lo cual la opinión pública esperaba resoluciones más severas y no la aplicación de los criterios que evidencian impunidad.

La Corte Suprema de Justicia, sin expresar opinión alguna sobre la polémica desatada, promovió al juez Julio Jerónimo Xitumul a presidente del Tribunal Tercero de Sentencia Está admitido que el juez Julio Jerónimo Xitumul aplicó medidas contempladas en la legislación vigente en el país, por lo cual no se puede argumentar que actuó fuera del marco legal, pero sí es posible argumentar dolo en la emisión de resoluciones que introducen laxitud en el tratamiento de casos de alto impacto político.

V. RECOMENDACIONES

Teniendo en cuenta la problemática del Sistema de Justicia y como ésta afecta la imparcialidad e independencia de los operadores de justicia en el desempeño de sus funciones, la FMM exhorta al Relator Especial a recomendar al Estado de Guatemala la implementación de las siguientes medidas:

• Formular e implementar una política criminal orientada no sólo a atacar el fenómeno de la violencia sino a prevenirlo, a través de la implementación de estrategias de protección y seguridad hacia la población, acompañado de erogaciones financieras adecuadas para poner en práctica los proyectos que estén orientados al fortalecimiento institucional y hacia la protección de los operadores de justicia.

• Es necesario que la Política de Persecución Penal deje de ser una simple teoría y se convierta en una praxis que permita priorizar la investigación en este tipo particular de violencia que produce efectos políticos profundos y permanentes, por cuanto pretende la parálisis del sistema de Justicia, socavando la base misma del Estado de Derecho.

• Reorganizar y revitalizar la Unidad de Delitos contra Operadores de Justicia del Ministerio Público, mediante la emisión de instrucciones generales que garanticen lo siguiente: 1) Crear para esta unidad la facultad de gestionar los casos de asesinatos y homicidios que afecten a operadores de justicia, personal auxiliar de las instituciones del sector justicia y abogados litigantes; 2) Fomentar la especialización en la gestión de este tipo de casos de alto impacto; 3) crear protocolos de investigación que atiendan a su competencia; 4) Agilizar los procesos de investigación; 5) Reducir la incidencia de salidas procesales que representen una forma de denegación de justicia e impunidad, como la desestimación y el archivo; y 6) Definir el esclarecimiento y la sanción de delitos cometidos contra operadores de justicia como una política institucional de persecución penal.

• Exigir al Ministerio Público cumpla con la debida orientación de la investigación criminal para garantizar que todos los ilícitos sean debidamente tramitados dentro del sistema de justicia y asegurarse de la correcta aplicación en casos concretos de las salidas procesales, para éstas no se conviertan en un mecanismo de impunidad.

• Hacer una adecuada aplicación de sistemas disciplinarios que garanticen la sanidad de las instituciones que conforman el sector justicia y por ende el debido funcionamiento del sistema de justicia.

• Dar especial énfasis a la depuración del sistema de justicia con el propósito de  combatir la corrupción y la influencia de los grupos paralelos. Esta depuración es tanto más necesaria si se considera que en Guatemala la corrupción en el sistema de justicia es intensa y generalizada y que los grupos paralelos de poder han penetrado a las instituciones del sector justicia.

• Para superar la actuación deficiente del Ministerio Público y del Organismo Judicial como un factor en el cuadro persistente de impunidad de Guatemala, el Estado debe cumplir con su compromiso de investigar a cualquier persona, funcionario público y operador de justicia que se vea involucrado en un caso de cualquier naturaleza. Asimismo el Estado debe suministrar los recursos y la voluntad política para que este compromiso sea efectivo y lleve a resultados concretos.

• A la Corte de Constitucionalidad exhortarla a que cumpla con emitir el dictamen que le fue solicitado por el Congreso de la República, con el objeto de lograr la reforma a la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad.

• Los tribunales deben aplicar la normativa que obliga al Ejército a cooperar en la presentación de registros relacionados con violaciones a derechos humanos y toda la información que no sea restringida por razones de seguridad nacional. Deben investigarse todas las negativas a fin de determinar si están motivadas por un auténtico interés por la Seguridad Nacional. Así también, ha quedado pendiente un esfuerzo legislativo para establecer límites y procedimientos para desentrampar el criterio arbitrario del Secreto de Estado argüido especialmente por el Ministerio de la Defensa.

• Exhortar al Estado de Guatemala a implementar acciones de fortalecimiento y modernización de la administración de justicia, así como dar muestras de una mayor voluntad política para consolidar la independencia, autonomía, imparcialidad e integridad de las instituciones de justicia, por la vía de combatir eficazmente todos los espacios que propician acciones de intromisión, manipulación y presiones en el funcionamiento de la instituciones del sector y en el desempeño de sus autoridades, funcionarios y personal auxiliar. 

• Llamar a la reflexión a las autoridades de la Corte Suprema de Justicia respecto del profundo deterioro que ha significado para el Estado y en concreto para el sector justicia, pero en particular para el Poder Judicial, la situación creada a raíz de su incumplimiento del deber de elección de Presidente de la Corte Suprema de Justicia.

• Invitar a las instituciones involucradas en la conformación de las comisiones de postulación de candidatos a magistrados para la Corte Suprema de Justicia y de la Corte de Apelaciones, para que celebren en 2009 un proceso que busque, por encima de todo, la idoneidad en los candidatos y la transparencia en los procedimientos de selección de aspirantes. Asimismo, se inste al Congreso de la Republica a reflexionar sobre la pertinencia de emitir la ley que regule el trabajo de las comisiones de postulación, con miras a elecciones futuras.

• Llamar a la reflexión al Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala, y al gremio jurídico en general, para que analicen el alto grado de responsabilidad profesional, legal y moral que les confiere la Constitución Política de la República de Guatemala, en los procesos de selección de candidatos a Fiscal General de la República, magistrados del Tribunal Supremo Electoral, Corte de Constitucionalidad, Corte de Apelaciones y Corte Suprema de Justicia. El llamado tiene como propósito que los directivos de este gremio insten a sus colegas a actuar con gran compromiso y responsabilidad, a efecto de que estos procesos no se conviertan en una especie de agencias de empleos, y que haya claridad en que ocupar esos cargos entraña una ineludible responsabilidad ante el Estado y la sociedad.

� El jurista Param Cumaraswamy realizó, en su calidad de relator especial sobre independencia de jueces y abogados, una primera visita en 1999; y la segunda visita la realizó también Cumaraswamy en 2001. Cabe subrayar que las recomendaciones del Relator Especial no han sido cumplidas ni acatadas.


� Conclusiones y recomendaciones del informe “Guatemala Memoria del Silencio”. Comisión para el Esclarecimiento Histórico. Guatemala, 25 de febrero de 1999. Pág. 28





� Estos datos fueron proporcionados a la Fundación Myrna Mack por la Unidad del Sistema Informático de Control de la Gestión de Casos del Ministerio Público (SICOMP)


� Estos datos fueron proporcionados por la Asociación de Jueces y Magistrados de Guatemala a solicitud de la Fundación Myrna Mack para la elaboración de este informe.


� “Estaba Amenazado,” La Prensa Libre, 3 de enero de 2008, p 35. http://www.prensalibre.com/pl/2008/enero/03/PDFs/PLMT03012008.PDF . Estos datos fueron confirmados con la Asociación de Jueces y Magistrados de Guatemala.


� Coralia Orantes. “Fiscal Investigaba a Policías Corruptos,” Prensa Libre, 22 de mayo de 2008, http://www.prensalibre.com/pl/2008/mayo/22/239660.html . . Estos datos fueron confirmados con la Asociación de Jueces y Magistrados de Guatemala.





� Coralia Orantes, “Repudio en Jutiapa por muerte de fiscal ” Prensa Libre, 16 de julio 2008, http://www.prensalibre.com/pl/2008/julio/16/250848.html. Estos datos fueron confirmados con la Asociación de Jueces y Magistrados de Guatemala.


� La Unidad Fiscal no tiene competencia para conocer casos de muerte violenta de operadores de justicia. Los casos de asesinatos son investigados por la Fiscalía de Sección de Delitos contra la Vida en el área metropolitana. Cuando los hechos se producen fuera del ámbito metropolitano, los casos son investigados por la Fiscalía Municipal o la Fiscalía Distrital que corresponda, por medio de agencias designadas especialmente para ello.


� Estos datos fueron proporcionados por la Asociación de Jueces y Magistrados de Guatemala a solicitud de la Fundación Myrna Mack para la elaboración de este informe


� El cuadro que se presenta a continuación corresponde al monitoreo en: Fiscalía de delitos contra la vida, Fiscalías de delitos contra la Mujer, Fiscalía Municipal de Villa Nueva y fiscalías distritales de Izabal, Escuintla y Quetzaltenango. Además de éstas han sido monitoreadas las fiscalías de Chiquimula y Alta Verapaz. El monitoreo se realizó específicamente sobre delitos contra la vida y delitos contra la libertad sexual.





� Fundación Myrna Mack, “Los Engranajes de la Impunidad en Casos de Violaciones a los Derechos Humanos en Guatemala”. 2004. Editorial Fundación Myrna Mack, Página 11 a la 22.





� Constitución Política de la República de Guatemala, Artículo 30.- Publicidad de los actos administrativos. Todos los actos de la administración son públicos. Los interesados tienen derecho a obtener, en cualquier tiempo, informes, copias, reproducciones y certificaciones que soliciten y la exhibición de los expedientes que deseen consultar, salvo que se trate de asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional, o de datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia.





� Período investigado por la Comisión para el Esclarecimiento Histórico CEH, creada en el ámbito de los Acuerdos de Oslo en 1994.





� El Periódico, página 30, edición del 20 de diciembre de 2008


� Prensa Libre, página 10, edición del 8 de diciembre de 2008.





